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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 569/2020-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

ORGANISMO INTERMUNICIPAL DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSÍ Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ (INTERAPAS).
MAGISTRADO:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZÁLEZ

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR

San Luis Potosí, S.L.P., veinte de abril de dos mil veintiuno.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo número 569/2020-3, promovido por **********en su carácter de Albacea definitivo de la Sucesión Testamentaria a bienes del C. **********, contra actos del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS); y,
R E S U L T A N D O
UNICO.- Mediante proveído de fecha quince de octubre de  dos mil veinte, previo requerimiento, se tuvo por recibido el escrito firmado por **********en su carácter de Albacea definitivo de la Sucesión Testamentaria a bienes del C. ********** mediante el cual demanda al Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS) y al Ingeniero **********, en su carácter de Director de Comercialización del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS); por la nulidad del acto impugnado consistente en: a) El oficio sin número específico, mediante el cual la autoridad demandada determina un crédito fiscal y requerimiento de pago por la cantidad de $**********por diversos conceptos; manifestando que tuvo conocimiento de tal acto el veintitrés de junio de dos mil veinte; en el propio auto, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, para que contestara dentro del término legal lo que a su interés conviniera, se otorgó la suspensión solicitada sin otorgar garantía alguna..- Con proveído de tres de diciembre de dos mil veinte, se tuvo a la demandada por contestando la demanda instaurada en su contra; se concedió a la parte actora el término de diez días hábiles para que ampliara su escrito inicial de demanda, habida cuenta que la autoridad demandada planteaba el sobreseimiento del juicio por extemporaneidad de la demandada; con apercibiendo de tener por no ampliando su demanda, si incumplía con el plazo anterior, se proveyó sobre la admisión de las pruebas de las partes..- Por proveído de fecha siete de abril de dos mil veintiuno,  se hace efectivo el apercibimiento decretado en auto de fecha tres de diciembre de dos mil veinte, y en consecuencia se tiene a la parte actora por no ampliando su demanda, y se fijó fecha y hora para la audiencia final. La cual tuvo verificativo el quince de abril de dos  mil veintiuno, sin la asistencia de las partes, el Secretario de Acuerdos dio cuenta con los escritos de demanda y contestación, e hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, se tienen por desahogadas las pruebas documentales ofrecidas por las partes de acuerdo a su propia naturaleza, y se hizo constar que no existen pruebas pendientes que desahogar; en etapa de alegatos, se certificó que no se formularon por ninguna de las partes; concluida la audiencia se citó para resolver en definitiva.
C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7°, 9°, fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luís Potosí y 1°, 2°, 161, 174, 175, 176, y 177 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí;  y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia de carácter fiscal suscitada entre un particular y un Organismo Público Intermunicipal, actuando éste como autoridad, ambos de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.

La personalidad de la parte actora, quedó acreditada en términos del numeral 219 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con las copias certificadas de la resolución dictada en el expediente número **********, relativo al Juicio Sucesorio Testamentario a bienes del C. ********** ante la fe del Notario Público número 8, con ejercicio de esta ciudad; documental que obra en foja de la 14 a la 21 del procedimiento en el que se actúa; asimismo acreditó su interés jurídico, en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo en consulta, con la copia fotográfica del acto impugnado, visible en fojas 10 de este sumario. 

La personalidad y legitimidad del Apoderado Legal del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), quedó acreditada a través de la copia certificada del nombramiento que fue exhibido en este juicio y expedido a su favor que obra en fojas 39 y 40 del expediente en el que se actúa, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
 Las documentales públicas anteriormente referidas, hacen prueba plena de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, expedidas por fedatario y servidores públicos en ejercicio de sus funciones.

TERCERO.- La litis planteada en este juicio, de acuerdo  con lo manifestado por la parte actora, se hace consistir en la legalidad o ilegalidad del siguiente acto: El oficio sin número específico, mediante el cual la autoridad demandada determina un crédito fiscal y requerimiento de pago por la cantidad de ********** por diversos conceptos; del cual señala tuvo conocimiento el veintitrés de junio de dos mil veinte. 
No obstante, el acto administrativo que determina la presente controversia, se contiene en el oficio de fecha **********, que establece como asunto: Invitación a Regularización, emitido por el Director de Comercialización Organismo Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, sin cantidad liquida alguna; visible en fojas 10 de este sumario, el cual fue exhibido por la accionante conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado.

La parte actora, para acreditar la ilegalidad del acto impugnado, ofreció la Presuncional  legal y Humana y la Instrumental de Actuaciones, así como las documentales que obran en fojas 10 a la 21 de este sumario, consistentes en: 1.- Copia fotográfica del Oficio de fecha **********, que establece como asunto: Invitación a Regularización, emitido por el Director de Comercialización INTERAPAS; 2.- Copias certificadas de la Resolución dictada en el expediente número **********, relativo al Juicio Sucesorio Testamentario a bienes del C. ********** ante la fe del Notario Público número 8, en ejercicio de sus funciones.
Por otra parte la autoridad demandada, ofreció los siguientes medios probatorios, la Instrumental de Actuaciones y la Presuncional Legal, Lógica y Humana, así como las documentales públicas que obran en fojas 38 a la 40 y 50 de este sumario, consistentes en los siguientes documentos: 1.- Copia certificada del nombramiento, con el que la autoridad demandada, acredita su personalidad en el carácter con que comparece en juicio; 2.- Memorándum: **********  de fecha **********, signado por el Director de Comercialización de INTERAPAS, mediante el cual informa lo que en forma medular refiere: 

“…Del estudio de su petición, se advierte que el domicilio ubicado en la calle de (…), NO CUENTA CON CONTRATO DE SERVICIO DE AGUA.”
“Respecto a la información del crédito fiscal que solicita por la cantidad de $**********es un presupuesto para la instalación de Toma nueva no un crédito fiscal, el cual será sujeto a modificación, debido al decreto publicado en el periódico oficial el día 31 de Diciembre del año 2019.”
Documentales públicas antes citadas que hacen prueba plena, de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, para acreditar lo inserto en ellas.
CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria analiza las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento del juicio, se traduce en la imposibilidad jurídica de que este órgano jurisdiccional estudie y decida sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia..- Amparo directo 734/91. Compañía Operadora de Teatros, S. A. 22 de agosto de 1991. Mayoría de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Engrose a cargo del magistrado: David Delgadillo Guerrero. Disidente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretaria: Silvia Gutiérrez Toro.”

En ese tenor, se advierte que la autoridad demandada, al producir su respectiva contestación que obra en fojas 45 a la 49 de este sumario, interpuso  la causal de improcedencia que funda en el artículo 228 fracción VI, con relación al 229 fracciones II y VIII, del Código Procesal Administrativo para el Estado, que basa en que se debe tener a la actora por precluído el término con que contaba para la presentación de la demanda,  y que procede la prescripción de la acción y/o preclusión del derecho, siendo que la actora argumentó que tuvo conocimiento del acto el día 23 de junio de 2020, y le feneció el término el 13 de agosto de 2020 y no el 14 de agosto de 2020, como lo hace valer la actora.
Causal de sobreseimiento que resulta infundada e inoperante, lo anterior es así, toda vez que se advierte que la demanda fue presentada en este Tribunal dentro del término de 30 días hábiles que disponen el artículo 24, fracción I, incisos a) y b), del Código Procesal Administrativo para el Estado, mismo que establece los plazos y términos para presentar el juicio de nulidad ante este Tribunal, numeral que a la letra refieren: 
“Artículo 24. El plazo para presentar la demanda ante el Tribunal será:

“…I. De treinta días hábiles siguientes al en que se actualice alguno de los supuestos siguientes:

“…a) Al en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución o acto que se combata, inclusive cuando se controvierta simultáneamente como primer acto de aplicación una regla administrativa de carácter general…”

“…b) Al en que el afectado haya tenido conocimiento de ellos. …”
(Énfasis añadido)

Ya que conforme a esta normatividad, se obtiene que los plazos y términos se contarán por días hábiles, salvo disposición en contrario y que empezarán a correr a partir del día siguiente a aquél en que surta efectos la notificación y se incluirá en ellos el día del vencimiento, así como que el término para presentar la demanda ante este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa será de treinta días hábiles, al en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución o acto que se combata.

Y aunado a lo anterior, se advierte que del acto impugnado tuvo conocimiento la parte actora dentro de un periodo de suspensión de actividades jurisdiccionales de este Tribunal, conforme a la suspensión decretada  por la pandemia del COVID 19, mediante el Acuerdo General  Administrativo 11/VI/2020 del Pleno del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, por el cual se emitieron lineamientos administrativos y protocolos de acceso y prácticas en las instalaciones de labores para el retorno de actividades, durante la emergencia del SARS-CoV2 (COVID-19), determinándose en el Transitorio Primero, la prórroga de la suspensión de actividades hasta el 30 de junio de 2020, periodo  en el cual no correrán términos y plazos legales; según consta en los Transitorios que se transcriben: 
“Primero.- En atención al acuerdo de 28 de mayo pasado que resolvió continuar la suspensión de labores hasta el día 15 de junio próximo, se determina la prórroga de dicha suspensión hasta el 30 de junio y por tanto se considerarán los días de ese periodo como inhábiles y no correrán términos y plazos legales.”
“Segundo.- El presente Acuerdo será publicado en el Periódico Oficial del Estado de inmediato, en la página web del Tribunal, deberá difundirse directamente entre todos sus servidores públicos y entrará en vigor el día 1 de julio próximo a fin de regular la reactivación de las labores. Si la situación de riesgo sanitario continuara en el mismo nivel de máximo, el Pleno deberá sesionar específicamente para reconsiderar la fecha de reactivación de labores.”

Conforme a lo anterior, se colige que dicho término no transcurrió en exceso, pues si la parte actora se hizo sabedora del acto reclamado el ********** presentó su escrito de demanda el día 14 de agosto de 2020, según consta en el Acuse de Recibido que obra en fojas 2 de este sumario, debe sostenerse que la demanda fue presentada en forma y tiempo, ya que inicio el plazo de treinta días para presentar su demanda el día 1 de julio de 2020; y le precluyo el día  26 de agosto de 2020.

Lo anterior, tomando en cuenta que fueron días hábiles para la presentación de la demanda del mes de julio de 2020: 1, 2, 3, 4, 6, 7, 8, 9, 10, 13, 14, 15, 16 y 17; y del mes de agosto de 2020: 3, 4, 5, 6, 7, 11, 12, 13, 14, 17, 18, 19, 20, 21, 24, 25 y 26; descontando sábados y domingos, el 10 de agosto inhábil, y los días del 19 de julio al 2 de agosto relativos al primer periodo vacacional del personal adscrito a este Tribunal.

Advirtiéndose en autos, que la actora se encontraba dentro del término para impugnar el acto que reclama en este juicio, al haber presentado su demanda con fecha 14 de  agosto de 2020, no aplicando en este procedimiento ninguna de las causales de improcedencia a que refiere la autoridad demandada, dado que la parte actora efectivamente se encuentra en tiempo y forma para la interposición de la demanda ante este Tribunal conforme al numeral 24 fracción I inciso b, del Código Procesal en cita.
Por otra parte se tiene que la demandada opuso las excepciones y defensas de “Sin acción y sin derecho”, “Inaplicabilidad de los preceptos legales invocados”; y “Falsedad y las que deriven del cuerpo de su escrito de contestación de demanda”, las cuales basa en que el acto  cumple con los elementos establecidos en el artículo 164 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y que el actor invoca preceptos legales que nos aplicables, así como el actor altera  la verdad de los acontecimientos que sustentan la demanda. A ese respecto, cabe señalar que dichas excepciones y defensas deben desestimarse, pues los razonamientos en los cuales se sustenta, involucran cuestiones inherentes a la resolución de la litis, que constituyen o son materia del fondo del asunto, ya que están estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama el actor en este juicio. 
Sirve de apoyo, el criterio contenido en la Tesis de Jurisprudencia que, aunque se refiere al juicio de amparo, es aplicable al caso por analogía, visible conforme a lo siguiente: Registro: 187973, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que dispone: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse. …”

De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado.

Advirtiéndose por esta Sala Unitaria, que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de los argumentos de nulidad planteados por la actora. 
QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación que se advierten en su escrito inicial de demanda en fojas 4 a la 8 de este sumario, argumentos que no se trascriben y se tienen por reproducidos para que surtan los efectos legales que correspondan. 

Resulta aplicable la Tesis de Jurisprudencia de la Época: Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830,que dice: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer. …”

SEXTO.- En ese orden de ideas, previo al estudio de los conceptos de impugnación, esta Sala estima necesario precisar, que a efecto de respetar el principio de completitud en la impartición de justicia, propio de la garantía consagrada en el artículo 17 Constitucional, en el que se establece que siempre que no se afecte la igualdad entre las partes, el debido proceso u otros derechos en los juicios o procedimientos seguidos en forma de juicio, las autoridades deberán privilegiar la solución del conflicto sobre los formalismos procedimentales; lo que se traduce en la obligación de examinar todos y cada uno de los puntos controvertidos del acto impugnado, iniciando por aquellos que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana, y después por los que se refieran a la omisión de requisitos formales o vicios del procedimiento, por tanto se debe precisar, que el estudio de los conceptos de impugnación formulados por la actora en el escrito de demanda, será tomando en consideración para estudio preferente aquellos que otorguen mayor beneficio, a efecto de eliminar en su totalidad sus efectos y reenvíos innecesarios; esto es, debe traducirse en la satisfacción de la pretensión principal de la demanda de nulidad, generando la imposibilidad de un nuevo pronunciamiento por parte de la demandada que implicaría un nuevo juicio y un retardo de la justicia.

Tiene aplicación a lo anterior la Tesis de Jurisprudencia visible en Novena Época, Registro: 179367, Instancia: Pleno, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXI, Febrero de 2005, Materia(s): Común, Tesis: P./J. 3/2005, Página: 5, que a continuación se transcribe:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. De acuerdo con la técnica para resolver los juicios de amparo directo del conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, con independencia de la materia de que se trate, el estudio de los conceptos de violación que determinen su concesión debe atender al principio de mayor beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que, aunque resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso, inclusive los que se refieren a constitucionalidad de leyes. Por tanto, deberá quedar al prudente arbitrio del órgano de control constitucional determinar la preeminencia en el estudio de los conceptos de violación, atendiendo a la consecuencia que para el quejoso tuviera el que se declararan fundados. Con lo anterior se pretende privilegiar el derecho contenido en el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en garantizar a los ciudadanos el acceso real, completo y efectivo a la administración de justicia, esto es, que en los diversos asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales de amparo se diluciden de manera preferente aquellas cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico para el gobernado, afectado con un acto de autoridad que al final deberá ser declarado inconstitucional..- Contradicción de tesis 37/2003-PL. Entre las sustentadas por la Primera y Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 31 de agosto de 2004. Unanimidad de diez votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Miguel Enrique Sánchez Frías.”

En esa tesitura, debe señalarse que esta Sala Unitaria advierte que el acto impugnado en este juicio carece de la firma de la autoridad que lo emitió, lo que implica la inexistencia del acto, que acarrea la imposibilidad de analizar sus razones y fundamentos, sin embargo, atendiendo al principio de mayor beneficio,  se deben dilucidar de manera preferente aquellas cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico para el gobernado afectado por un acto de autoridad, privilegiando el estudio de fondo, frente de los vicios formales de la falta de firma autógrafa de la autoridad emisora, criterio que se adopta de conformidad con  Tesis Aislada que se transcribe: 
Tesis Aislada, Registro digital: 2022264,  Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Décima Época,  Materias(s): Administrativa,  Tesis: (IV Región)1o.19 A (10a.),  Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 79, Octubre de 2020, Tomo III, página 1793,   que dice: 

“CONCEPTO DE IMPUGNACIÓN EN SEDE CONTENCIOSA ADMINISTRATIVA FEDERAL. EL ESTUDIO DEL QUE SE APOYA EN HABER NEGADO LISA Y LLANAMENTE UBICARSE EN EL SUPUESTO JURÍDICO O DE HECHO QUE GENERÓ EL CRÉDITO FISCAL IMPUGNADO, DEBE PRIVILEGIARSE FRENTE AL RELATIVO A LA FALTA DE FIRMA AUTÓGRAFA DE LA AUTORIDAD EMISORA EN SU RESOLUCIÓN, ATENTO AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO.  De conformidad con los principios de tutela judicial efectiva y mayor beneficio, contenidos en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y de una interpretación teleológica de la primera parte del segundo párrafo del artículo 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, se desprende que en sede contenciosa administrativa federal se deben dilucidar de manera preferente aquellas cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico para el gobernado, afectado por un acto de autoridad. Por tanto, la Sala del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, al conocer del juicio en el que el actor, por una parte, haga valer como concepto de impugnación haber negado lisa y llanamente ubicarse en el supuesto jurídico o de hecho que generó el crédito fiscal impugnado y, por otra, la falta de firma autógrafa de la autoridad emisora en su resolución, deberá privilegiar el estudio de fondo, frente al de los vicios formales, en virtud de que no obstante que los efectos de la nulidad por falta de firma sean totalmente destruidos al declararse la nulidad lisa y llana de la resolución impugnada, la autoridad demandada estaría en posibilidad de dictar otro acto con el mismo grado de afectación, lo cual llevaría al actor a promover un nuevo juicio para controvertir los vicios de fondo que no fueron analizados en el primero; en cambio, de resolverse favorablemente sobre la negativa planteada, el actor obtendría todo lo pretendido con el mayor beneficio posible, en tanto que el acto impugnado quedaría de tal manera pulverizado, que impediría el dictado de otro con el mismo sentido y afectación que el declarado nulo. Este criterio se adopta de conformidad con los principios consignados en la jurisprudencia PC.III.A. J/50 A (10a.), sostenida por el Pleno en Materia Administrativa del Tercer Circuito, de título y subtítulo: "CONCEPTO DE IMPUGNACIÓN EN SEDE CONTENCIOSA ADMINISTRATIVA FEDERAL. EL QUE SE APOYA EN LA NEGATIVA LISA Y LLANA DE LA EXISTENCIA DE TRABAJADORES DURANTE EL TIEMPO POR EL QUE SE DETERMINÓ UN CRÉDITO FISCAL, ES DE ESTUDIO PREFERENTE CON RELACIÓN AL OTRO, CONSISTENTE EN LA FALTA DE MOTIVACIÓN DEL ACTO IMPUGNADO POR NO PRECISAR EL NOMBRE DE LOS TRABAJADORES DE LA SOCIEDAD COOPERATIVA ACTORA." PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA CUARTA REGIÓN.

“Amparo directo 264/2019 (cuaderno auxiliar 377/2020) del índice del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, con apoyo del Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz. Pentakar de México, S.A. de C.V. 12 de agosto de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Luis Vega Ramírez. Secretario: Adolfo Vives Elizalde.

“Nota: La tesis de jurisprudencia PC.III.A. J/50 A (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 13 de julio de 2018 a las 10:20 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 56, Tomo II, julio de 2018, página 832, con número de registro digital: 2017416.”
“Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la Federación.”
Es preciso señalar, que si bien es cierto el criterio expuesto, se trata de una Tesis Aislada, la cual no resulta obligatoria en términos los artículos 192 y 193 de la Ley de Amparo, no menos cierto es, que la propia Jurisprudencia ha reconocido, que los tribunales de menor jerarquía respecto de aquellos que sustentan el criterio, como es el caso de este Tribunal respecto de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y de los Tribunales Colegiados de Circuito, de acuerdo con las citadas normas que jerarquizan la obligatoriedad de la Jurisprudencia, la posibilidad de que dichos tribunales de menor jerarquía puedan tomar en consideración los criterios contenidos en tesis aisladas para ajustar el fallo que emitan, hacer el estudio de la cuestión planteada, y acatarlos si es aplicable al caso de que se trata, (el cual es el presente caso que nos ocupa.
Tiene aplicación la Tesis Jurisprudencia, Registro digital: 190064, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Materias(s): Común, Tesis: I.6o.C. J/27,  Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XIII, Marzo de 2001, página 1684, que dice: 

“TESIS AISLADAS, VALIDEZ DE LAS, CUANDO SON INVOCADAS POR TRIBUNALES DE INFERIOR JERARQUÍA DE AQUELLOS QUE LAS EMITEN PARA JUSTIFICAR SU FALLO. El hecho de que en una resolución se invoque una tesis que no constituye jurisprudencia en los términos del artículo 192 de la Ley de Amparo y por lo mismo no sea obligatoria, ello no impide que los tribunales de inferior categoría de aquellos que sustentan el criterio, puedan tomarlo en consideración para ajustar su fallo, al hacer el estudio jurídico de la cuestión planteada y acatarlo si es aplicable al caso de que se trate. SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

En ese sentido se procede al estudio y resolución del primero y único concepto de impugnación que hace valer la parte actora, el cual se analiza en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas por las partes, y que obran en autos de este procedimiento.
 “Cconcepto de impugnación que en la parte que interesa refiere: 

“I.- (…).”

“…Debido a lo anteriormente mencionado, debe declararse la nulidad del acto impugnado, toda vez que no cumple con los elementos  y requisitos del acto administrativo, como lo mencionan los artículos anteriormente citados del Código de Procedimientos Administrativos para el Estado de San Luis Potosí, (…).”
“En primer término, el importe que exige INTERAPAS, no está debidamente y legalmente determinado, pues dentro de las funciones del Director de Comercialización ordena a éste, que tratándose de créditos fiscales debe determinar las bases para su liquidación y establecer y cumplir los procesos de facturación que garanticen el cobro de los servicios de acuerdo con el consumo y las tarifas establecidas, y la demanda de cobro no informa que procedimiento o método utilizó para llegar a determinar dicho adeudo, siendo así que la autoridad está obligada a probar que el consumo de agua va en proporción a la tarifa señalada.
“…Como se puede observar dentro del requerimiento de pago que emite la demandada, este no se encuentra debidamente motivado, que dicho documento no muestra los valores en los que se basa para determinar las cuotas que la demandada dice están vencidas, las tarifas, los porcentajes de volumen, capacidad, flujo de agua y demás cuestiones que son necesarias para determinar la base del cálculo del supuesto adeudo.”

“…La mencionada falta de elementos de determinación le acusa perjuicio a mi representada ya que al no mencionar los datos necesarios para el cálculo de los cuales se desprende el mencionado crédito fiscal, le deja en un total estado de indefensión e incertidumbre jurídica, toda vez que resulta imposible la comprobación y en su caso la substanciación de dicho adeudo…”

Del estudio del concepto de impugnación citado, se determina que resulta fundado y suficiente para determinar la ilegalidad del acto  impugnado.

Para evidenciar los motivos por los que se formula esa determinación, es preciso mencionar que la  litis planteada en este juicio, es determinar la legalidad o ilegalidad del Oficio de fecha **********, que establece como asunto: Invitación a Regularización, emitido por el Director de Comercialización INTERAPAS; visible en fojas 10 de este sumario, el cual obra en copia fotográfica en fojas 10 de este sumario; documental que fue ofrecida por la parte actora, en cumplimiento a lo dispuesto en los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
De acuerdo a lo anterior, se desprende que la materia en esta controversia, es un oficio de Invitación a Regularización relativo  a la contratación de toma, del inmueble ubicado en **********, el cual le ocasiona un perjuicio real en su esfera jurídica, en la medida en que a través de este acto, la autoridad determinó que el propietario o poseedor del inmueble en cita, estaba obligado a presentarse ante la autoridad, en un término no mayor de  tres días, y cubrir el importe que por concepto de cuotas y tarifas se derive, apercibido de aplicarle sanciones administrativas en multa de cien a quinientas unidades de medida y actualización, que podrá incrementarse de manera diaria, sin perjuicio de la clausura de la toma y drenaje, así como el pago de daños y perjuicios, y sanciones penales que por robo de fluidos se le condene; circunstancias que no constituyen solo una invitación, si no que definen la situación jurídica fiscal del poseedor o propietario del inmueble materia de esta controversia, que en el caso que nos ocupa lo es la hoy actora, ante la determinación de una obligación, precisamente tributaria, por parte de la autoridad demandada, la cual representa una resolución definitiva que impone a la hoy actora una obligación fiscal que aunque no está determinada si le genera consecuencias a su esfera jurídica, conforme lo que hace constar en ese documento.
En efecto, de acuerdo con lo relatado en líneas precedentes, la autoridad fiscal decidió una situación jurídica concreta, previa, en su caso, al ejercicio de sus facultades de comprobación, derivada de la petición real y específica que le formuló a la accionante, derivado de la invitación enviada, lo cual genera el nacimiento de un interés apto para ocurrir a la instancia contenciosa administrativa y analizar por ende dicho oficio no como una carta invitación a que refiere como asunto en su texto, sino como un acto que impone a la promovente como contribuyente una obligación fiscal, pues prácticamente, aunque derive de una carta invitación, se le constriñe a cumplir irrestrictamente con un  requerimiento de carácter fiscal; en tanto que se materializa alguno de los siguientes supuestos: a) le causa un agravio en materia fiscal, es decir, una afectación relacionada con el cumplimiento de las leyes fiscales, así como a los casos distintos a aquellos en los que se ocasiona una afectación en la relación jurídico tributaria existente entre la autoridad y el contribuyente; b) se determina una multa y cobrar el pago de daños y perjuicios, se establecen consecuencias jurídicas para la actora con la pérdida de algún beneficio como lo es la clausura de la toma y drenaje, así como y la existencia de un apercibimiento y la correspondiente declaración de incumplimiento que lo haga efectivo, lo que genera perjuicio alguno.
Resulta Aplicable, a contrario sensu, la Tesis de Jurisprudencia, Registro digital: 2020506,  Instancia: Segunda Sala, Décima Época,  Materias(s): Administrativa,  Tesis: 2a./J. 110/2019 (10a.),  Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 69, Agosto de 2019, Tomo III, página 2462,   que dice. 

“CARTA INVITACIÓN. LA RESOLUCIÓN QUE DESESTIMA LA SOLICITUD ACLARATORIA DEL CONTRIBUYENTE SOBRE SU SITUACIÓN FISCAL DERIVADA DE AQUÉLLA, NO ES IMPUGNABLE EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. Esta Segunda Sala ha sostenido que la "carta invitación" dirigida al contribuyente para regularizar su situación fiscal, con relación al pago del impuesto sobre la renta derivado de los ingresos ciertos y determinados originados por depósitos en efectivo a su favor, efectuados durante un ejercicio fiscal específico, no constituye una resolución definitiva impugnable en el juicio contencioso administrativo; ello en virtud de que se trata únicamente de un acto declarativo, a través del cual la autoridad exhorta al contribuyente a corregir su situación fiscal respecto de las omisiones detectadas, presentándole una propuesta de pago que no le ocasiona un perjuicio real en su esfera jurídica, en la medida en que a través de este acto, la autoridad exclusivamente señala una cantidad que obra en sus registros y que sólo tendrá en cuenta cuando ejerza sus facultades de comprobación y, en consecuencia, emita una resolución que establezca obligaciones para el contribuyente fiscalizado. Sobre esas bases, la resolución que desestima la petición aclaratoria generada por la previa carta invitación tampoco es un acto que ocasione un perjuicio real a la esfera jurídica del contribuyente, susceptible de impugnarse en el juicio contencioso administrativo, en tanto que no se materializa alguno de los siguientes supuestos: a) no constituye una resolución definitiva, entendida como la que no admite un recurso o admitiéndolo éste sea optativo, o bien aquella que atendiendo a la naturaleza jurídica de la resolución, sea ésta expresa o ficta, constituya el producto final o la voluntad definitiva de la Administración Pública; b) no cause un agravio en materia fiscal, es decir, una afectación relacionada con el cumplimiento de las leyes fiscales, así como a los casos distintos a aquellos en los que se ocasiona una afectación en la relación jurídico tributaria existente entre el contribuyente y el fisco; y c) en una resolución denegatoria subsistan las mismas particularidades de la misiva de invitación, dado que no se determina cantidad alguna a pagar ni se crean derechos o establecen consecuencias jurídicas para el interesado, como tampoco contiene la pérdida de algún beneficio, la existencia de un apercibimiento y la correspondiente declaración de incumplimiento que lo haga efectivo, por lo que no genera perjuicio alguno...”
Partiendo de esa premisa, se procede al análisis del acto reclamado, y se determina que le asiste razón a la  accionante, toda vez que se desprende que la autoridad demandada, al emitir  el acto impugnado, incumple con lo previsto en los artículos 14 segundo párrafo y 16 párrafo primero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en virtud de que el acto reclamado carece de los elementos de la debida fundamentación y motivación que deben revestir los actos decisorios de la autoridad, en contravención con elementos y forma para la exigencia del acto, establecidos en el artículo 46 fracciones IV y V del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí.
Conforme los preceptos constitucionales invocados en el párrafo precedente disponen en lo que interesa, que “Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento”, de donde se desprenden los principios de legalidad y seguridad jurídica, relativos a que todo acto de autoridad debe emitirse por aquélla autoridad que sea competente para ello y, necesariamente, debe cumplir con los requisitos de fundamentación y motivación; entendiéndose por fundamentación, la obligación de expresar con exactitud el precepto legal aplicable al caso concreto y, por motivación, que deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, esto es, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa.
Para fortalecer el criterio anterior, se citan por analogía al resultar aplicables con el tema tratado, las siguientes Tesis Jurisprudenciales.

Sirve de apoyo a lo anterior, la Tesis de Jurisprudencia número VI. 2o. J/248, emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, localizable de acuerdo con los datos y rubro siguientes: Época: Octava Época, Registro: 216534, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Núm. 64, Abril de 1993, Materia(s): Administrativa, Tesis: VI. 2o. J/248, Página: 43., que dice: 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado. …”

Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. Época: Novena Época, Registro: 173565, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXV, Enero de 2007, Materia(s): Común, Tesis: I.6o.C. J/52, Página: 2127. “que refiere: 
“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. SU DISTINCIÓN ENTRE SU FALTA Y CUANDO ES INDEBIDA. Debe distinguirse entre la falta y la indebida fundamentación y motivación; toda vez que por lo primero se entiende la ausencia total de la cita de la norma en que se apoya una resolución y de las circunstancias especiales o razones particulares que se tuvieron en cuenta para su emisión; mientras que la diversa hipótesis se actualiza cuando en la sentencia o acto se citan preceptos legales, pero no son aplicables al caso concreto y se exponen las razones que la autoridad tuvo para dictar la resolución, pero no corresponden al caso específico, objeto de decisión, o bien, cuando no existe adecuación entre los motivos invocados en el acto de autoridad y las normas aplicables a éste.”

Bajo esa premisa,  se advierte del examen practicado al acto impugnado que carece de la debida fundamentación y motivación que debe contener, desde el punto de vista material o de contenido, dado que la autoridad demandada en su carácter de emisora, no precisa la razón de orden lógico jurídico de  la determinación que ahí establece respecto del requerimiento que señala al propietario o poseedor del inmueble materia de esta controversia, para presentarse ante la autoridad en un término no mayor de  tres días, y cubrir el importe que por concepto de cuotas y tarifas se derive, apercibido de aplicarle sanciones administrativas en multa de cien a quinientas unidades de medida y actualización, que podrá incrementarse de manera diaria, sin perjuicio de la clausura de la toma y drenaje, así como el pago de daños y perjuicios, y sanciones penales que por robo de fluidos se le condene; siendo que no cita en su texto ningún dato concerniente respecto de las razones en que se basó para emitirlo en esos términos, así como no establece de forma clara y precisa, del por qué señala los requisitos para contratación de toma, que son datos que generan la legalidad del acto, y se traducen en los requisitos de la debida fundamentación y motivación que se deben hacer constar en todos los actos de autoridad siendo en el caso que nos ocupa;  a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, sub. incisos, fracciones y preceptos aplicables, b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto, y c) Las circunstancias especiales, razones particulares inmediatas que se haya tenido en consideración para la emisión del acto, elementos y requisitos que son  indispensables para que el acto sea jurídicamente motivado y valido en contenido y ejecución, ya que como acontece en el caso que nos ocupa, le señala una sanción administrativa y clausura de la toma y drenaje. 

Circunstancias que al no hacerse constar en el acto reclamado, generan una incorrecta  fundamentación y motivación desde el punto de vista material o de contenido, a virtud de que contraviene lo establecido en los artículos 14 y 16 Constitucional e incumple con elementos y forma para la exigencia del acto establecidos en el artículo 46 fracciones  IV y V del Código Fiscal del Estado y los numerales 164 fracción VI y 165 fracción III del Código Procesal Administrativo, que a la letra dicen: 

“Artículo 164. Son elementos del acto administrativo:
I. Ser expedido por autoridades competentes, a través de servidor público u órgano colegiado facultados para tal efecto, y en términos de las disposiciones jurídicas aplicables;
II. Que su objeto esté previsto por el ordenamiento jurídico aplicable, determinado o determinable y preciso en cuanto a las circunstancias de tiempo y lugar;

III. Cumplir con la finalidad de interés público, derivado de las normas jurídicas que regulen la materia;
IV. Constar por escrito, indicando la autoridad de que emana;
V.  Estar fundado y motivado;
VI. Ser expedido sin que medie error de hecho o de derecho sobre el objeto, causa o motivo, o fin del acto y su emisión, y
“VII. Ser expedido sin que medie dolo o violencia en su emisión.”

“Artículo 165. Son requisitos del acto administrativo:
“I. Que cumpla con las formalidades del procedimiento;
“II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado;
“III. Que se expida de manera congruente con lo solicitado y resolver expresamente todos los puntos propuestos por el interesado o previstos por las normas;
“IV. Que en su expedición se señale lugar y fecha de emisión;
“V. Tratándose de actos administrativos que deban notificarse deberá hacerse mención de la oficina en que se encuentra y pueda ser consultado el expediente respectivo, y
“VI. Tratándose de actos administrativos recurribles, deberá mencionarse el recurso que proceda y el término con que se cuenta para interponerlo, así como la autoridad ante la cual puede ser presentado.
“Cuando en el acto administrativo se omita señalar el término y recurso mencionados en el párrafo anterior, el impugnante contará con el doble del plazo que establecen las disposiciones legales para interponer el recurso correspondiente.”

Desprendiéndose que no se determina con precisión las circunstancias especiales y reales que haya tenido para emitir el acto reclamado en esos términos, ni funda y motiva las bases legales que se tomaron en consideración para determinar lo plasmado en el acto impugnado, lo que deja en estado de indefensión a la hoy accionante al verse afectada de la legalidad que todo acto debe contener, consagrado en los artículos 14 y 16 de nuestra Carta Magna.   

Sirve de apoyo a lo anterior el criterio sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicado en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo 64, Abril de 1993, Tesis VI.2º. J/248,  Página 43, Octava Época, el cual a la letra dice lo siguiente: 

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero  que  ha  de  expresarse  con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación  entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos  sino  en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y  motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.-SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.”  

Sirve de apoyo, la Tesis Aislada I.3o.A.593 A, pronunciada por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito; publicada en la página 235, Tomo XV-1, Febrero de 1995, Octava Época, del Semanario Judicial de la Federación, Registro: 209118, que a continuación se transcribe:
“NULIDAD. ES PROCEDENTE LA NULIDAD LISA Y LLANA DEL ACTO IMPUGNADO ANTE LA FALTA DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN RESPECTO AL ORIGEN DE LOS CRÉDITOS QUE CONSTITUYEN LA MATERIA DE FONDO DEL ASUNTO. Para saber si se está en los supuestos de la fracción II del artículo 238 del Código Fiscal de la Federación, o en los de la fracción IV del mismo artículo, resulta necesario distinguir entre la falta de fundamentación y motivación que se pudiera advertir en la resolución reclamada, que contiene los créditos impugnados, y la falta de fundamentación y motivación de los créditos en sí mismos, cuando ésta se origina con el desconocimiento de los datos, elementos o documentos en que la autoridad se apoya para emitir la misma. En el primer caso, y siempre que la resolución se haya emitido en un procedimiento en el que por su naturaleza el particular hubiera tenido la oportunidad de oponer defensas o excepciones, la omisión de fundar y motivar implica que se afecten las defensas del particular, y que ésta trascienda al resultado de la resolución emitida por la autoridad, por lo que, al cometerse una violación formal, procede declarar la nulidad para el efecto de que se emita una nueva resolución contra la cual el gobernado pueda hacer valer, eventualmente, sus defensas. Sin embargo, en el segundo caso, es decir, cuando la resolución impugnada no ha sido emitida dentro de un procedimiento fiscal y, el contribuyente no tiene conocimiento de los fundamentos y motivos que justifican los créditos fincados en su contra, estamos frente a violaciones de fondo y, por tanto, la nulidad debe ser lisa y llana, pues por un lado los hechos y fundamentos que motivaron los créditos fiscales no fueron conocidos por el interesado, ni quedaron demostrados en cuanto a su existencia jurídica y, por otro lado, no es posible obligar a la autoridad a que haga uso de sus facultades de fiscalización, dado que ésta, en ejercicio de sus atribuciones podrá o no hacerlo. En otras palabras, para que proceda la nulidad para efectos, es menester que no se analice el fondo de la resolución impugnada, es decir, basta con que existan vicios formales en la tramitación o resolución reclamada. En cambio, si se analiza el fondo de la cuestión alegada, y se estima que la resolución en sí misma es ilegal porque no se ajusta a derecho al dictarse en contravención de disposiciones normativas, la nulidad del acto debe ser lisa y llana.”

No pasa inadvertido por esta Sala Unitaria, lo afirmado por la autoridad demandada al momento de producir su contestación, la cual refiere que su acto se encuentra fundado y motivad, y que en el caso se trata de una toma clandestina y que la actora no cuenta con contrato de servicio de agua, y que no tiene un medidor, adjuntando para demostrar dicho extremo el memorándum **********, suscrito por el Director de Comercialización del Organismo que representa, el cual obra en fojas 50 de este sumario, medio probatorio que si bien hace prueba plena para acreditar lo inserto en él, al no haberse objetado en cuanto a su contenido por la accionante en este juicio, de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74, 91 y100 del Código Procesal Administrativo para el Estado, expedidas por fedatario y servidores públicos en ejercicio de sus funciones, resulta insuficiente para acreditar la debida fundamentación y motivación del acto reclamado en razón de que se ubica en diverso documento.
En esa tesitura, se puede sostener de la contestación de la demanda, que la autoridad pretende con sus afirmaciones subsanar las omisiones detectadas en el acto controvertido, lo que no puede tenerse por satisfecho, en razón de que no resulta válido que se señalen fundamentos y motivos, en un documento distinto al acto controvertido.
Al efecto sirve de apoyo a lo anterior la Tesis de Jurisprudencia, Época: Séptima Época, Registro: 917740, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Apéndice 2000, Tomo VI, Común, Jurisprudencia SCJN, Materia(s): Común, Tesis: 206, Página: 168, que dice: 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. DEBEN CONSTAR EN EL CUERPO DE LA RESOLUCIÓN Y NO EN DOCUMENTO DISTINTO.- Las autoridades responsables no cumplen con la obligación constitucional de fundar y motivar debidamente las resoluciones que pronuncian, expresando las razones de hecho y las consideraciones legales en que se apoyan, cuando éstas aparecen en documento distinto.”

Además de que, la autoridad demandada, no puede invocar hechos novedosos ni mejorar los argumentos del acto impugnado al contestar la demanda; lo anterior de conformidad con lo establecido en el artículo 244, tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, razón por la cual, los argumentos que plantea la demandada en su contestación, deben desestimarse por pretender mejorar el acto de autoridad en la Litis contenciosa. 

Refuerza el anterior criterio, por analogía, la jurisprudencia VII.1o.A. J/42 (9a.) del Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Séptimo Circuito, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro VIII, Mayo de 2012, Tomo 2, visible en la página 1724, que se inserta a continuación: 

 “SENTENCIAS EN EL JUICIO DE NULIDAD. LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA, EN SU DICTADO, NO DEBEN CAMBIAR LAS RAZONES Y FUNDAMENTOS DEL ACTO IMPUGNADO CON MOTIVO DE LO ADUCIDO POR LA AUTORIDAD AL CONTESTAR LA DEMANDA. Atento a los artículos 22, primer párrafo y 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, al emitir sus sentencias en el juicio de nulidad, no deben invocar hechos novedosos ni mejorar los argumentos del acto impugnado con motivo de lo aducido por la autoridad al contestar la demanda, ya que si bien es cierto que ésta tiene el derecho de oponer defensas y excepciones tendientes a sostener la legalidad de aquél, incluso introduciendo argumentos que justifiquen con mayor precisión y detalle los motivos y fundamentos ahí contenidos, también lo es que ello debe acontecer bajo la condición de no variar los originales, pues de lo contrario, deben desestimarse por pretender mejorar el acto autoritario en la Litis contenciosa.


Así las cosas, en la especie se actualizaron las causales de ilegalidad previstas en el artículo 250 fracciones I y IV, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, pues se ha justificado que la autoridad demandada en el acto de molestia impugnado, no fundó y motivó en contravención a las disposiciones legales aplicables.
En esa tesitura, con fundamento en el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado consistente en el Oficio de fecha **********, que establece como asunto: Invitación a Regularización, emitido por el Director de Comercialización del  Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS); y por consecuencia la NULIDAD LISA Y LLANA del mismo, dejándolo sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando Sexto de la presente sentencia. 
Resultando innecesario el estudio de los restantes conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, en acatamiento por analogía, al criterio emitido por la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, visible en la Página 8, Tomo: Informe 1982, Parte II, Tesis 3, Séptima Época; que dice:

 “CONCEPTOS DE VIOLACION, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS. Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de éstos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la Justicia Federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja. …”

Es menester señalar que respecto de la pretensión que deduce la parte actora en este juicio, que indica en el apartado  “VI. PRETENSION QUE SE DECUCE EN EL PRESENTE JUICIO”, en el punto número 3 de su escrito de demanda, la misma no es procedente, en razón de que debe atenderse al texto del acto reclamado, en el cual se advierte que no refiere determinación especifica del crédito fiscal que deduce por la cantidad de $**********ya que únicamente se concretó hacer constar en dicho acto una referencia de cubrir el importe que por concepto de cuotas y tarifas se derive, apercibido de aplicarle sanciones administrativas en multa de cien a quinientas unidades de medida y actualización, que podrá incrementarse de manera diaria; circunstancias que no determinan el crédito fiscal a que alude, aunado a lo anterior, que en este procedimiento se advierta en foja 50 del sumario, el Memorándum número ********** dictado el **********donde el director de Comercialización le informa al Director de la Unidad Jurídica, ambas unidades del INTERAPAS, sobre un  presupuesto por la cantidad de ********** para la instalación de toma nueva; documento que no constituye un crédito fiscal, como lo reconoce la demandada, y que no reúne los elementos y requisitos de un acto administrativo impugnable todavía, pues no se ha exteriorizado ni concretado dirigiéndose a la hoy actora, el cual no es ejecutable en la forma emitida, ya que se trata de un trámite interno de la propia demandada, que no crea, transmite, modifica o extingue derechos y obligaciones, es una mera expectativa que no actualiza una situación jurídica concreta.
En tal virtud, debe señalarse que ante la nulidad por vicios formales del acto impugnado, al haberse originado con motivo del ejercicio de facultades discrecionales de la autoridad, pues no provienen de una instancia, recurso o petición del gobernado, es decir, de un trámite o procedimiento de pronunciamiento forzoso, quedan a salvo las facultades de la autoridad demandada.
Cobra aplicación al respecto el siguiente criterio emitido por los Tribunales de la Federación, Registro No. 209118, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales, Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, XV-I, Febrero de 1995, Página: 235, Tesis: I.3o.A.593 A, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

"NULIDAD. ES PROCEDENTE LA NULIDAD LISA Y LLANA DEL ACTO IMPUGNADO ANTE LA FALTA DE FUNDAMENTACION Y MOTIVACION RESPECTO AL ORIGEN DE LOS CREDITOS QUE CONSTITUYEN LA MATERIA DE FONDO DEL ASUNTO. Para saber si se está en los supuestos de la fracción II del artículo 238 del Código Fiscal de la Federación, o en los de la fracción IV del mismo artículo, resulta necesario distinguir entre la falta de fundamentación y motivación que se pudiera advertir en la resolución reclamada, que contiene los créditos impugnados, y la falta de fundamentación y motivación de los créditos en sí mismos, cuando ésta se origina con el desconocimiento de los datos, elementos o documentos en que la autoridad se apoya para emitir la misma. En el primer caso, y siempre que la resolución se haya emitido en un procedimiento en el que por su naturaleza el particular hubiera tenido la oportunidad de oponer defensas o excepciones, la omisión de fundar y  motivar implica que se afecten las defensas del particular, y que ésta trascienda al resultado de la resolución emitida por la autoridad, por lo que, al cometerse una violación formal, procede declarar la nulidad para el efecto de que se emita una nueva resolución contra la cual el gobernado pueda hacer valer, eventualmente, sus defensas. Sin embargo, en el segundo caso, es decir, cuando la resolución impugnada no ha sido emitida dentro de un procedimiento fiscal y, el contribuyente no tiene conocimiento de los fundamentos y motivos que justifican los créditos fincados en su contra, estamos frente a violaciones de fondo y, por tanto, la nulidad debe ser lisa y llana, pues por un lado los hechos y fundamentos que motivaron los créditos fiscales no fueron conocidos por el interesado, ni quedaron demostrados en cuanto a su existencia jurídica y, por otro lado, no es posible obligar a la autoridad a que haga uso de sus facultades de fiscalización, dado que ésta, en ejercicio de sus atribuciones podrá o no hacerlo. En otras palabras, para que proceda la nulidad para efectos, es menester que no se analice el fondo de la resolución impugnada, es decir, basta con que existan vicios formales en la tramitación o resolución reclamada. En cambio, si se analiza el fondo de la cuestión alegada, y se estima que la resolución en sí misma es ilegal porque no se ajusta a derecho al dictarse en contravención de disposiciones normativas, la nulidad del acto debe ser lisa y llana.”

Con fundamento en lo dispuesto en los numerales 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a la autoridad demandada que a partir de que cause ejecutoria esta sentencia, correrán los plazos para su cumplimiento; por lo que, una vez que cause ejecutoria, esta Tercera Sala Unitaria la prevendrá por el cumplimiento de la misma, o en su caso, la requerirá por su ejecución, con los apercibimientos legales que correspondan; debiendo informar sobre su cumplimiento, en su oportunidad procesal.
Por única ocasión, notifíquese personalmente a la actora y por oficio a las demandadas, en la forma tradicional; sin perjuicio de que en actuaciones  subsecuentes, todas las notificaciones se realicen de manera electrónica, conforme al Acuerdo General 14/IX/2020 del Pleno de este Tribunal, que establece los Lineamientos para la Notificación Electrónica publicado el 15 de septiembre de 2020 en el Periódico Oficial del Estado, y Acuerdo General del Pleno de este Tribunal publicado el 4 de marzo de 2021, en dicho órgano oficial de difusión, por el cual se generaliza aplicar la notificación electrónica a todos los asuntos jurisdiccionales del Tribunal.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 228 fracciones VIII y X, y 229 fracción II, 248, 249, 250 fracción II y penúltimo párrafo, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,

R E S U E L V E
PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto y, por consecuencia, la NULIDAD LISA Y LLANA del mismo, dejándolo sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos precisados en el considerando sexto de la presente sentencia. 

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Diego Amaro González, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- RUBRICAS.-
	Licenciado Diego Amaro González
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria


Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
